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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, el señor Ulises 

Toledo Rojas (en adelante, parte peticionaria o señor Toledo Rojas) 

mediante el recurso de certiorari de epígrafe y nos solicita la 

revocación de la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Aguadilla, el 9 de mayo de 2016, notificada el 10 

de mayo de 2016.  

Mediante la aludida determinación, el foro de primera 

instancia declaró No Ha Lugar la “Moción Solicitando Desestimación 

al Amparo del Debido Proceso de Ley por el Estado Suprimir Prueba 

Exculpatoria en Violación al Artículo II Sección 7 de la Constitución 

de Puerto Rico y la Enmienda V y XIV de la Constitución de Estados 

Unidos” presentada por la parte peticionaria. 
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Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

expide el  recurso de certiorari  incoado y se confirma la Resolución 

recurrida. 

I 

Según surge del expediente ante nuestra consideración, el 7 

de febrero de 2014, se expidió una Orden de Allanamiento y 

Registro en contra del peticionario. La referida Orden de 

Allanamiento y Registro fue obtenida por el Agente Díaz Soto, 

quien declaró lo siguiente: 

[Que el día, 25 de [e]nero de 2014, tom[ó] servicios a 
las 8:00 A.M., en la División de Drogas, Armas Ilegales 

y Control Vicios del [Á]rea de Aguadilla bajo la 
supervisión del Sgto. Luis Carrero Romero. [. . .] 

 
A eso de las 11:30AM aproximadamente utilizando un 
vehículo confidencial no rotulado propiedad de la 

Policía de Puerto Rico, [m]e dirigí al Pueblo de Isabela. 
A eso de las 12:14 PM [m]e ubico en un lugar 
estratégico teniendo plena visibilidad de la residencia 

donde vive Ulisses1 Toledo Rojas[.] [O]bserva mediante 
cámara de video al mismo fuera de la residencia 

caminando por los predios de la misma[.] Este ten[í]a 
tatuajes en el brazo derecho[,] vestía una t-shirt color 
negra[,] pantalón corto color rojo con diseños color 

negros y blancos en los lados[.] Este estaba hablando 
por teléfono celular[.] [F]rente a la residencia estaba 
estacionado un vehículo de motor color negro[.] [A]l 

cabo de varios minutos entra a la residencia 
perdiéndolo de vista. 

 
A eso de la 1:30 pm aproximadamente observa que 
sale de la residencia Ulisses Toledo Rojas y se dirige 

hacia el área donde se encontraba un zafacón frente a 
la residencia[,] lo mueve[,] se agacha[,] luego se levanta 

y observa que sostiene en su mano derecha una bolsa 
plástica transparente conteniendo polvo blanco de 
aparente cocaína y lo deposita en el bolsillo izquierdo 

delantero de su pantalón[.] [S]e retira hacia e[l] interior 
de su residencia[,] perdiéndolo de vista. A eso de la 
1:34 PM aproximadamente observa que llega un 

veh[í]culo de motor color gris[,] se estaciona frente a la 
residencia[,] sale de la residencia Ulisses Toledo Rojas 

vistiendo una t-shirt color blanca y se dirige hacia el 
vehículo, llega hasta la puerta del chofer del veh[í]culo 
color gris[,] observo que este lo estaba conduciendo un 

individuo de tez trigueña[,] pelo rapado con chiva de 
apr[ó]ximadamente 30 a 35 años, este con su mano 

                                                 
1 Cabe mencionar, que en su Declaración Jurada, el Agente Diaz Soto, hace 

referencia al peticionario con el nombre de Ulisses, sin embargo, el nombre 
correcto es Ulises. No obstante lo anterior, la identificación del acusado no está 

en controversia. 
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derecha le hace entrega de dinero o papel moneda a 
Ulisses Toledo Rojas[.] [E]ste los recibe con su mano 

derecha, el conductor del veh[í]culo color gris habré 
(sic) la puerta del lado del chofer, Ulisses Toledo 

Rojas[,] extrae del bolsillo izquierdo delantero de su 
pantalón una bolsa plástica transparente con cierre a 
presión conteniendo picadura de aparente marihuana 

depositándola en el interior del veh[í]culo[.] [S]e pasa 
de manos el dinero[,] cierra la puerta del conductor del 
veh[í]culo[.] Ulisses Toledo Rojas se apoya en la puerta 

del conductor del veh[í]culo color gris[.] [E]l joven que 
est[á] en el interior del vehículo habla por teléfono 

celular a la misma vez que conversa con Ulisses[.] 
Luego se despiden con las manos[.] El joven del 
vehículo color gris se retira del lugar[.] Ulisses se retira 

hacia el interior de la residencia perdiéndolo de vista. 
[. . .]. 

 
Con posterioridad, el 8 de febrero de 2014, el Ministerio 

Público presentó varias denuncias en contra del aquí peticionario 

por infracciones a los Artículos 401 y 412 de la Ley de Sustancias 

Controladas y por los Artículos 5.06 y 6.01 de la Ley de Armas de 

Puerto Rico. Luego de celebrada la Vista Preliminar, el 13 de marzo 

de 2014, el Tribunal de Primera Instancia determinó que existía 

causa probable para creer que el acusado había cometido los 

delitos imputados. 

El 10 de abril de 2014, el peticionario presentó escrito 

titulado Moción en Solicitud de Descubrimiento de Prueba al Amparo 

de la Regla 95 de Procedimiento Criminal. El 30 de abril de 2014, el 

Ministerio Público presentó Contestación a Moción al Amparo de la 

Regla 95 de las de Procedimiento Criminal.  

El 15 de abril de 2014, el foro recurrido emitió una Orden 

mediante la cual ordenó que con relación al dispositivo electrónico 

de grabación de video utilizado por el Agente Díaz Soto, se 

entregara lo siguiente: número de serie del dispositivo electrónico, 

título de propiedad de la Policía de Puerto Rico y autorización de 

uso expedida por el Agente Arocho Irrizary. 

El 27 de junio de 2014, el señor Toledo Rojas presentó 

Moción de Supresión de Evidencia. En esencia, este alegó que la 
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Orden de Allanamiento obtenida por el Agente Díaz Soto, que dio 

base para allanar su residencia, había sido obtenida de forma 

ilegal. Por tal razón, solicitó al foro recurrido la supresión de la 

evidencia ocupada durante el allanamiento. Por su parte, el 11 de 

agosto de 2014, el Ministerio Público presentó Moción en Oposición 

a Moción de Supresión de Evidencia.  

Según surge de la Minuta que obra en los autos originales 

del caso, el 29 de octubre de 2014 se celebró la Vista de Supresión 

de Evidencia. En corte abierta, el foro recurrido declaró No Ha 

Lugar la Moción de Supresión de Evidencia. En dicha Vista se 

presentó el video de las vigilancias y se mostró en corte abierta las 

imágenes.  

Inconforme con dicha determinación, el 10 de noviembre de 

2014, el peticionario presentó escrito titulado Moción de 

Reconsideración a Supresión de Evidencia. Dicha moción fue 

declarada No Ha Lugar el 12 de noviembre de 2014, notificada el 

13 de noviembre de 2014.  

Con posterioridad, el 21 de noviembre de 2014, notificada el 

1 de diciembre de 2014, el foro de primera instancia emitió 

Resolución declarando No Ha Lugar la Moción de Supresión de 

Evidencia. El foro recurrido concluyó, entre otras cosas, lo 

siguiente: 

[. . .] 
Finalmente el contenido del video presentado por el 
agente corrobora su testimonio en todas sus partes. 

 
Siendo este el caso este Tribunal entiende que el 
agente tenía motivo fundado para solicitar la orden 

judicial de registro y allanamiento. Entiende el 
Tribunal, además, que tanto la declaración jurada del 

agente como la orden de registro cumplen con los 
requisitos de especificidad necesarios para su validez. 
[. . .] 

Con el beneficio de la Resolución escrita, mediante la cual se 

declaró No Ha Lugar la Moción de Supresión de Evidencia, el 8 de 
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diciembre de 2014, el peticionario presentó Segunda Moción de 

Reconsideración a Supresión de Evidencia. Dicha moción fue 

declarada No Ha Lugar el 10 de diciembre de 2014 y notificada el 

15 de diciembre de 2014. 

Inconforme con dicha determinación, la parte peticionaria 

acudió ante este foro apelativo mediante recurso de certiorari en el 

caso núm. KLCE201500013. Conforme surge del referido caso, la 

parte peticionaria planteó lo siguiente: 

“. . .el TPI se equivocó al [no] suprimir la evidencia 

ocupada mediante el diligenciamiento de una Orden de 
Registro y Allanamiento expedida ilegalmente. Además, 

entiende que el agente Díaz Soto carece de 
conocimiento personal de los hechos que dieron lugar 

a la expedición de la referida Orden, siendo su 
testimonio uno estereotipado”. 
 

Mediante Resolución del 28 de enero de 2015, un Panel 

hermano denegó la expedición del recurso presentado. 

Específicamente, el Panel hermano, luego de contar con el 

beneficio de la Transcripción de la Prueba Oral vertida durante la 

Vista de Supresión de Evidencia, concluyó lo siguiente: 

“. . .surge que el agente Díaz Soto, en efecto, tuvo 
conocimiento personal y de primera mano de los 
hechos que dieron lugar a la expedición de la Orden de 
Registro y Allanamiento.  Se desprende del testimonio 
del agente que éste colocó una cámara de video a 

aproximadamente 200 pies de distancia del lugar que 
vigilaba, para poder percibir los hechos sin ser visto 

por el peticionario.  Cabe señalar que lo grabado por el 
agente podía ser percibido a simple vista por cualquier 
persona que transcurriera por la calle frente a la 

residencia.  Además, el agente declaró que podía ver 
los hechos a través de la pantalla de la cámara 
mientras éstos ocurrían.   

 
La contención del peticionario a los efectos de que el 

hecho de que el agente utilizara una cámara de video 
le resta conocimiento personal es frívola.  El uso de un 
lente entre el ojo natural y lo observado no perjudica 

los requisitos aplicables.  De hecho, el argumento es 
análogo a objetar una vigilancia porque el agente 

usaba espejuelos.  En estas circunstancias, es 
evidente que el agente Díaz Soto tenía conocimiento 
personal de los hechos que relató en su Declaración 
Jurada, la cual sirvió como base para la expedición de 
la Orden de Registro y Allanamiento.  Ello así, no se 
cometió el error señalado.   
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En cuanto a las alegaciones de Toledo Rojas a los 
efectos de que el testimonio del agente Díaz Soto fue 

uno estereotipado, discrepamos.  Examinada la 
totalidad del testimonio del agente, el mismo fue 

ampliamente detallado en cuanto a las 
particularidades de lo observado el día de los 
hechos.  El hecho de que el agente haya aceptado 

haberse equivocado en su Declaración Jurada en 
cuanto a la mano que el peticionario utilizó para poner 

las sustancias controladas en su bolsillo es una mera 
contradicción sobre un extremo no esencial de lo 
ocurrido, insuficiente para que no se le de crédito a su 

testimonio. [. . .]. 
 
Por tal razón, ausentes indicios de pasión, p[re]juicio, 

parcialidad o error manifiesto en la apreciación de la 
prueba realizada por el TPI, procede concederle la 

deferencia que merece dicha determinación.  Ante esas 
circunstancias y a la luz de los criterios contenidos en 
la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, no habremos de intervenir con la 
Resolución recurrida”.   

 
Luego, el 5 de marzo de 2015, la parte peticionaria presentó 

escrito titulado Moción In Limine, en la cual solicitó una vista al 

amparo de la Regla 109 de las Reglas de Evidencia. Ello, para 

determinar la admisibilidad del video que estaba relacionado con 

las vigilancias prestadas por el Agente Díaz Soto. Según la Defensa 

de la parte peticionaria, durante el descubrimiento de prueba, el 

Ministerio Público no entregó ninguna evidencia relacionada a la 

cadena de custodia de la cámara de video utilizada por el Agente 

Díaz Soto para tomar el video. Por su parte, el 27 de marzo de 

2015, el Ministerio Público presentó Contestación a Moción In 

Limine.  

Según surge de la Minuta que obra en los autos originales 

del caso, el 31 de marzo de 2015, el foro recurrido determinó que 

en cuanto a la “evaluación de la cámara” se llevara a cabo una 

reunión entre abogados con sus respectivos peritos y que se 

verificara la cámara de video. Dicha reunión se celebró el 24 de 

abril de 2015.  

Así las cosas, el 27 de julio de 2015, la parte peticionaria 

presentó Moción Solicitando Desestimación al Amparo del Debido 
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Proceso de Ley por el Estado Suprimir Prueba Exculpatoria en 

Violación al Artículo II Sección 7 de la Constitución de Puerto Rico y 

la Enmienda V y XIV de la Constitución de Estados Unidos. En la 

referida moción se adujo, entre otras cosas, que: 

[. . .] 

24. Ahora bien, durante dicha reunión [del 24 de abril 
de 2015] la defensa del Peticionario [ad]vino en 
conocimiento por primera vez que de la vigilancia 

realizada por el [A]gente Díaz Soto existen 9 videos, no 
3 videos como hasta el momento se habían entregado. 
 

25. A pesar que en ese momento la defensa solicitó se 
le entregaran los 9 videos tomados durante la 

vigilancia realizada por el [A]gente Díaz Soto, el 
Ministerio Público decidió entregar los originales de los 
3 videos entregados durante el descubrimiento de 

prueba y 3 videos no entregados previamente a la 
defensa y pertinentes al presente caso. Los restantes 3 

videos no fueron entregados a la defensa del 
Peticionario. Los 6 videos fueron entregados en ese 
momento al perito del Peticionario para el 

correspondiente estudio. 
 
26. El viernes 3 de julio de 2015, los abogados del 

Peticionario por primera vez advinieron en posesión de 
los 6 videos entregados al Ministerio Público para 

estudiar el contenido de los mismos. 
 
27. Ese día los suscribientes nos percatamos que los 

videos entregados por el Ministerio Público durante la 
reunión del 24 de abril no solamente reproducían 
imágenes, sino que contenían, el audio de la 

grabación. 
 

En vista de lo anterior, el peticionario arguyó también en la 

referida moción, que las “expresiones durante el mismo momento 

en que se graba la vigilancia contradice completamente la versión 

ofrecida por el [A]gente Díaz Soto en la declaración jurada que 

sirvió de base para la expedición de la orden de allanamiento y lo 

declarado por éste frente al magistrado que expidió la orden de 

allanamiento y registro contra el Peticionario”. 

Por lo que, el peticionario entendió que la supresión de 

evidencia exculpatoria por parte del Estado incidió sobre la 

estrategia legal de la Defensa desde la etapa en Regla 6 de 

Procedimiento Criminal. 
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El 5 octubre de 2015, el Ministerio Público presentó Moción 

en Cumplimiento de Orden, en la que se opuso a la desestimación 

solicitada. En dicha moción la parte recurrida adujo, en esencia, 

que el tribunal debía definir si el audio de los videos de las 

vigilancias contenía evidencia exculpatoria. 

El 27 de abril de 2016, se llevó a cabo la vista para dilucidar 

lo relacionado a la moción de desestimación presentada por la 

parte peticionaria. A la misma compareció el acusado representado 

por los Lcdos. Edwin H. Sepúlveda Valentín y José A. Silva 

Riollano. Por el Ministerio Público compareció la Fiscal Silda Rubio 

Barreto. El foro recurrido examinó en corte abierta los videos, así 

como los audios en controversia. Como parte de la prueba testifical 

compareció, el perito de la parte peticionaria, Sr. Melki Núñez 

Acevedo. También se sentó a declarar el Agente Díaz Soto.  

Finalmente, el 9 de mayo de 2016, notificada al día 

siguiente, el foro de primera instancia dictó Resolución mediante la 

cual declaró No Ha Lugar la “Moción Solicitando Desestimación al 

Amparo del Debido Proceso de Ley por el Estado Suprimir Prueba 

Exculpatoria en Violación al Artículo II Sección 7 de la Constitución 

de Puerto Rico y la Enmienda V y XIV de la Constitución de Estados 

Unidos”. El Tribunal de Primera Instancia emitió las siguientes 

Determinaciones de Hechos: 

1. No existe controversia en cuanto a que al señor 

Toledo Rojas, el Ministerio Público le entregó y el 
acusado tiene disponible toda la evidencia que se 
utilizará en su contra en el juicio. 

 
2. Dicha evidencia incluye 11 videos con audios de las 

vigilancias realizadas al acusado y a su residencia, 
por el Agente Díaz Soto. Se le proveyó, además, 
información del lugar estratégico, en el cual se 

tomaron los videos. 
 

3. Del expediente surge, que el acusado tiene 
presentada ante este Tribunal una Moción In Limine 
para que el día del juicio se discuta cualquier 

planteamiento que en derecho proceda, relacionado 
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a la evidencia a presentarse, incluyendo los videos 
con audio y la cadena de custodia. 

 

4. En el video realizado el 25 de enero de 2014, a las 
[sic] 1:30 p.m., se observó al señor Toledo Rojas, 

salir de su residencia, se dirigió al frente de la casa, 
entre un zafacón y un vehículo, se agachó y se 
levantó rápidamente, luego se colocó algo en el 

bolsillo. En el audio del video se escuchó: “esta 
eñangotao al frente”, “botó algo” se eñangotó allí 
viste, para amarrarse los tenis”[.] 

 

5. Según la credibilidad que nos mereció el Agente 
Díaz Soto, éste indicó, que en el audio del video 

realizó las expresiones, antes transcritas, porque en 
ese momento, a simple vista, no pudo observar lo 
que hacía el señor Toledo Rojas, pero cuando le dio 

para atrás al video y lo observó en cámara lenta 
pudo observar, claramente, que el acusado se 
colocó en el bolsillo del pantalón una bolsa plástica 

transparente con sustancia controlada. 
 

6. En el video realizado el 25 de enero de 2014, a eso 

de 1:34 p.m., se observó que llegó un vehículo de 
motor color gris, se estacionó frente a la residencia, 
salió de la residencia el señor Toledo Rojas y se 

dirigió hacia el vehículo. El acusado se dirigió hasta 
la puerta del chofer, el conductor le entregó algo al 

acusado y el acusado sacó algo del bolsillo de su 
pantalón y lo depositó en el interior del vehículo. En 
el audio del video se escuchó: ahí le vendió, sí”. 

 

7. Nuevamente, según la credibilidad que nos mereció 
el Agente Díaz Soto, éste indicó, que en el audio del 
video realizó las expresiones, antes transcritas, y no 

dio detalles de la venta, porque en ese momento, a 
simple vista, no pudo observar lo que había vendido 

el señor Toledo Rojas. No obstante, cuando le dio 
para atrás al video y lo observó en cámara lenta, se 
percató de la sustancia controlada que había 

vendido el acusado. 
 

8. En el video realizado el 25 de enero de 2014, a eso 
de 1:54 p.m. se observó al señor Toledo Rojas, salir 

de su residencia y en los predios de esta se sienta 
en una silla a contar dinero, luego del interior de la 

residencia salió otro joven y junto al acusado salen 
de la residencia se montan en un vehículo y se 
retiran. El audio de ese video produce sonidos del 

entorno y conversaciones que no son pertinentes a 
la controversia.2 

 

9. El Agente Díaz Soto indicó, que plasmó en la 
declaración jurada, lo que observó al revisar los 
videos en cámara lenta. 

 

                                                 
2 Cabe señalar, que la parte peticionaria en su escrito, no señala ninguna 

controversia en cuanto a este tercer video. 
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En vista de las anteriores Determinaciones de Hechos, el foro 

recurrido concluyó, entre otras cosas, lo siguiente: 

En cuanto a la prueba que el acusado alega que es 
exculpatoria, a juicio de este tribunal dicha prueba no 
constituye prueba exculpatoria. Lo dicho por el Agente 

Díaz Soto en la grabación de las [sic] 1:30 p.m., de que 
el acusado se agachó frente de la residencia para 
amarrarse las tenis, no es prueba exculpatoria. El 

Agente en la Vista celebrada, y según la credibilidad 
que nos mereció, explicó que en el momento que 

realizó dichas expresiones tomando el video, en vivo, 
no pudo ver bien lo que hizo el acusado cuando se 
agachó, sino que tuvo que darle para atrás al video y 

cuando lo observó en cámara lenta, vé lo que en 
realidad hizo el acusado cuando se agachó (colocó en 

el bolsillo del pantalón una bolsa plástica transparente 
con sustancia controlada), y es eso, lo que narró en su 
declaración jurada. Lo mismo ocurrió con el video de 

las [sic] 1:34 p.m., ciertamente en vivo, el Agente Díaz 
Soto, no pudo observar lo que había vendido el 
acusado, pero cuando le dio para atrás al video y lo 

observó en cámara lenta, según su experiencia, se 
percató que fue una venta de drogas. Ciertamente, a 

base de estos hechos sería irrazonable concluir que el 
audio de los videos contiene prueba exculpatoria que 
acarrea la desestimación del caso. 

 
Finalmente, luego de haber visto los videos y haber 
escuchado el testimonio del Agente Diaz Soto, este 

Tribunal es de opinión, que el resultado obtenido en 
las vistas, tanto en la Vista Preliminar como en la 

Vista de Supresión de Evidencia hubiese sido el 
mismo. 
 

En desacuerdo con el referido dictamen, la parte peticionaria 

presentó oportunamente Reconsideración, la cual fue declarada No 

Ha Lugar el 25 de mayo de 2016, notificada en la misma fecha.  

Aun inconforme con dicha determinación, la parte 

peticionaria acude ante este foro apelativo y le imputa la comisión 

de los siguientes errores al foro de primera instancia: 

 Primer error: Erró el Tribunal de Primera Instancia 

al determinar que no se le violó el Debido Proceso 
de Ley al peticionario a pesar del Estado haberle 

ocultado prueba exculpatoria durante las etapas 
previas al juicio. 

 

 Segundo error: Erró el Tribunal de Primera 

Instancia al abusar de su discreción al determinar 
que del audio haberse presentado en etapas previas 
el resultado hubiese sido el mismo. 
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Con el beneficio de los autos originales, así como de la 

Transcripción de la Prueba Oral y con el beneficio de la posición de 

la parte recurrida, procedemos a resolver el recurso de epígrafe.  

II 

A 

En reiteradas ocasiones el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

ha sostenido que las determinaciones de hechos del foro primario 

sustentadas en prueba oral, merecen gran deferencia por los 

tribunales apelativos. Esto se debe a que es "el juez sentenciador, 

ante quien deponen los testigos, quien tiene la oportunidad de 

verlos y observar su manera de declarar, de poder apreciar sus 

gestos, titubeos, contradicciones, man[i]erismos, dudas, 

vacilaciones y, por consiguiente, de ir formando gradualmente en 

su conciencia la convicción en cuanto a si dicen la verdad". En ese 

sentido, el foro primario se encuentra en mejor posición para 

evaluar y adjudicar la credibilidad de un testigo. (Citas omitidas.) 

Pueblo v. García Colón I, 182 DPR 129, 165 (2011).  

En armonía con sus expresiones, nuestra última instancia 

judicial ha resuelto que los foros apelativos deberán abstenerse de 

intervenir con las determinaciones de hechos y la adjudicación de 

credibilidad realizada por el tribunal de instancia, excepto cuando 

concluya que este último ha incurrido en pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto en la apreciación de la prueba. Id. 

B 

Es por todos sabido que el derecho que tiene un imputado a 

defenderse en un proceso criminal conlleva el derecho a informarse 

debidamente en la preparación de su defensa y a obtener, 

mediante el descubrimiento de prueba, evidencia que pueda 

favorecerle. Si bien el derecho al descubrimiento de prueba es 

consustancial al derecho que tiene el imputado de defenderse, este 
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no es absoluto. (Citas omitidas).  Pueblo v. Irizarry, 160 DPR 544, 

566 (2003). 

Como parte del deber de descubrir, el Estado está obligado a 

preservar y entregar a la defensa toda evidencia exculpatoria que 

conozca o que recopile durante o con posterioridad al proceso 

investigado. Pueblo v. Vélez Bonilla, 189 DPR 705 (2013).   

Como es sabido, prueba exculpatoria es, en síntesis, toda 

aquella que resulta favorable al acusado y que posee relevancia 

en cuanto a los aspectos de culpabilidad y castigo. De forma 

que si la evidencia en cuestión, por la razón que sea, no alcanza 

esas características, la misma no califica como prueba 

exculpatoria. (Énfasis nuestro). Pueblo v. Velez Bonilla, supra, pág. 

720.  

En Pueblo v. Rodríguez Sánchez, 109 DPR 243 (1979) y 

fundamentándose en United States v. Agurs, 427 US 97 (1976),  

nuestro máximo foro judicial introdujo por primera vez el elemento 

de materialidad de la prueba a descubrirse, al disponer que:  

[e]l concepto de materialidad, y la obligación del fiscal 
de revelar ante la solicitud de la defensa, han de ser 
consubstanciales con el eminente interés en asegurar 

que toda evidencia significativa que tienda a establecer 
inocencia sea presentada al juzgador de los hechos. 
Pueblo v. Velez Bonilla, supra, pág. 723. 

 
Por otro lado, en Pueblo v. Velez Bonilla, supra, págs. 723-

724, citando a Pueblo v. Arzuaga, 160 DPR 520, 539 (2003), 

nuestra más alta instancia judicial aclaró el concepto de 

materialidad requerido en casos de evidencia exculpatoria al 

señalar, basándose en Kyles v. Whitley, 514 US 419, 434 (1995), y 

United States v. Bagley, 473 US 667, 678 (1985), que:  

[. . .] el Ministerio Fiscal tiene el deber de revelar 

cualquier indicio de falso testimonio y de descubrir 
evidencia exculpatoria cuando tal falsedad o carácter 
exculpatorio es, o debió ser, conocida por éste. Ello, 

naturalmente, sin necesidad de una previa solicitud 
por parte de la defensa y sin importar si las Reglas de 

Procedimiento Criminal proveen o no para tal 

javascript:searchCita('427U.S.97')
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descubrimiento en la etapa específica de los 
procedimientos en que se encuentren. El no hacerlo 

podría acarrear la revocación de la convicción y la 
celebración de un nuevo juicio. Ello dependerá de la 
relevancia y materialidad de la evidencia suprimida; 
esto es, si la supresión de la evidencia de que se trata 
socava la confianza en el resultado del juicio. Esto 
deberá ser analizado a base de un estándar de 
"probabilidad razonable".   

 
Por último, como surge de nuestra jurisprudencia, en 

instancias en las que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

evaluado la alegada violación al debido proceso de ley por 

incumplimiento del Estado en descubrir evidencia claramente 

exculpatoria, hemos sido consistentes en exigir que el acusado no 

solo demuestre que la evidencia le era favorable, sino que era 

constitucionalmente material para su defensa. Esto, analizado a 

base de un estándar de probabilidad razonable. Siendo así, es 

claro que ese requisito de materialidad no podría ser sino el 

mínimo a exigirse en instancias como las del caso de autos.  

Pueblo v. Velez Bonilla, supra, pág. 724. 

III 

Expuesta la norma jurídica, procedemos a aplicarla a los 

hechos ante nuestra consideración.    

Por estar relacionados los errores antes señalados, 

procedemos a discutirlos de forma conjunta. A saber, sostiene la 

parte peticionaria si erró el Tribunal de Primera Instancia: (1) al 

determinar que no se le violó el Debido Proceso de Ley al 

peticionario, a pesar del Estado haberle ocultado prueba 

exculpatoria durante las etapas previas al juicio y (2) al abusar de 

su discreción al determinar que del audio haberse presentado en 

etapas previas el resultado hubiese sido el mismo.  

La parte peticionaria entiende que las manifestaciones 

expresadas por el Agente Díaz Soto durante la grabación de los 

videos y coetáneas a las observaciones de éste durante su 
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investigación, debieron entregarse oportunamente por constituir 

manifestaciones exculpatorias. Sostiene además la parte 

peticionaria, que las manifestaciones hechas por el Agente Díaz 

Soto durante las grabaciones, contradicen lo declarado por este en 

la Declaración Jurada que sirvió de base para la expedición de la 

Orden de Allanamiento. No le asiste la razón. Veamos. 

Según surge del tracto procesal antes reseñado, tan pronto 

el Ministerio Público advino en conocimiento de que los videos en 

cuestión tenían audio, los puso a disposición de la parte 

peticionaria. En cuanto a las grabaciones con audio, el Agente Díaz 

Soto testificó lo siguiente, a preguntas del Ministerio Público:3 

[. . .] 

409. Fiscal: Ok ¿Y las grabaciones que usted le mostró 
a la Fiscalía para pedir autorización tenían audio, de 

la autorización de la boleta para la Orden?  
 
410. Testigo: No.  

 
411. Fiscal: ¿Y las que usted le mostró. . . o le entregó 
a la Fiscalía luego de someter el caso tenían audio? 

 
412. Testigo: No.  

 
413. Fiscal: ¿Y por qué no tenían audio esas 
grabaciones? 

 
414. Testigo: Porque esas eran las instrucciones que 

se nos impartió desde el 2010 que comenzó el strike 
force, que fue Guillermo Gil el que impartió las 
instrucciones de que no se grabara el audio cuando se 

convirtiera en CD, en DVD. 
[. . .] 
 

En vista de lo anterior, no podemos concluir que el 

Ministerio Público le ocultó evidencia a la parte peticionaria. Dicho 

lo anterior, pasamos a discutir si los videos con audio representan 

evidencia exculpatoria.  

Según dijéramos, evidencia exculpatoria es “toda aquella 

que resulta favorable al acusado y que posee relevancia en 

cuanto a los aspectos de culpabilidad y castigo. De forma que si 

                                                 
3 Véase, Transcripción de la Prueba Oral, pág. 46. 
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la evidencia en cuestión, por la razón que sea, no alcanza esas 

características, la misma no califica como prueba exculpatoria”. 

(Énfasis nuestro). Pueblo v. Velez Bonilla, supra, pág. 720.  

En el caso de autos, del testimonio del Agente Díaz Soto, el 

cual le mereció credibilidad al foro recurrido, surge que éste 

explicó que en el momento que realizó las expresiones al tomar el 

video en vivo, no pudo ver bien lo que hizo el acusado, sino que 

tuvo que darle para atrás al video y observarlo en cámara lenta. 

Específicamente, en cuanto al primer video, el Agente Díaz Soto 

testificó lo siguiente, a preguntas del Ministerio Público:4 

[. . .] 
511. Fiscal: En este video, muestre, por favor, ¿por 

qué usted dice “se eñangotó ahí”? ¿Quién está 
hablando ahí y qué fue lo que usted dijo? 
 

512. Testigo: Yo estoy hablando de otro compañero. En 
un momento dado comenzó tan rápido la acción que él 
hizo y no pude observar bien lo que él había cogido. 

Tuve que utilizar la cámara lenta posterior, segundos 
posteriores a eso para yo poder observar lo que yo 

describí, una bolsa conteniendo polvo de aparente 
cocaína. Por esa razón, al momento que yo vi eso, 
como fue tan rápido tuve que utilizar la cámara lenta 

para observar la bolsa. 
 
513. Fiscal: ¿Por qué usted dice al frente del carro botó 

algo y después dice, no, no, no? 
 

514. Testigo: Porque había cogido algo que, como le 
expliqué, no había podido ver de tan rápido que pasó, 
no lo pude ver y tuve que utilizar. . . 

[. . .] 
 

521. Fiscal: Ok. Y entonces, ¿dónde fue que usted dice 
que se toma el tiempo de verlo en la cámara lenta? 
 

522. Testigo: Ahí mismo. Eso son segundos. La 
cámara la tomo para ver el video y observo en 
segundos. 

[. . .] 

En cuanto a esta manifestación, la Declaración Jurada del 

Agente Díaz Soto lee como sigue:  

[. . .] 

                                                 
4 Véase, Transcripción de la Prueba Oral, pág. 52. 
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A eso de la 1:30 pm aproximadamente observo que 
sale de la residencia de Ulisses Toledo Rojas y se dirige 

hacia el área donde se encontraba un zafacón frente a 
la residencia[,] lo mueve[,] se agacha[,] luego se levanta 

y observo que sostiene en su mano derecha una bolsa 
plástica transparente conteniendo polvo blanco de 
aparente cocaína y lo deposita en el bolsillo izquierdo 

delantero de su pantalón[.] 
[. . .] 
 

Por otro lado, con relación al segundo video que muestra 

cuando el peticionario sale de su residencia y le hace una venta al 

vehículo de motor color gris, el Agente Díaz Soto testificó lo 

siguiente, a preguntas del Ministerio Público:5 

[. . .] 
550. Fiscal: ¿Qué usted dijo ahí? 

[. . .]  
 
557. Juez: No es que me diga lo que vio en el video. La 

pregunta de la Fiscal fue, ¿qué usted dijo?  
 

560. Testigo: . . .primeramente lo que dije es que la 
puerta, la puerta, trata de abrir la puerta. Eso fue lo 
que yo entendí que yo dije en aquel momento, trata de 

abrir la puerta. Eso fue lo que yo dije en ese video. 
 
561. Fiscal: ¿Y después? Póngame el audio para que 

me diga qué fue lo que dijo. 
[. . .]  

 
567. Testigo: Abre la puerta un chispitito, un chispitito 
más. Llama Guty. Le vendió, sí. 

 
568. Fiscal: O sea, que, en ese momento, ¿qué usted 

estaba observando? ¿Una qué? 
 
569. Testigo: Una transacción. De sustancias 

controladas. 
 
Con relación a esta manifestación, la Declaración Jurada del 

Agente Díaz Soto lee como sigue:  

[. . .]  
A eso de la 1:34 PM aproximadamente observ[o] que 

llega un vehículo de motor color gris[,] se estaciona 
frente a la residencia[,] sale de la residencia Ulisses 

Toledo Rojas vistiendo una t-shirt color blanca y se 
dirige hacia el vehículo, llega hasta la puerta del chofer 
del vehículo color gris[,] observo que este lo estaba 

conduciendo un individuo de tez trigueña[,] pelo 
rapado con chiva de aproximadamente 30 a 35 años, 
este con su mano derecha le hace entrega de dinero o 

papel moneda a Ulisses Toledo Rojas[.] [E]ste los recibe 

                                                 
5 Véase, Transcripción de la Prueba Oral, págs. 54-55. 
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con su mano derecha, el conductor del vehículo color 
gris habré (sic) la puerta del lado del chofer, Ulisses 

Toledo Rojas[,] extrae del bolsillo izquierdo de su 
pantalón una bolsa plástica transparente con cierre a 

presión conteniendo picadura de aparente marihuana 
depositándola en el interior del vehículo[.] 
[. . .]  

 
 Tras un detenido análisis de la Transcripción de la Prueba 

Oral que obra en autos, con relación al primer video, colegimos al 

igual que el juzgador de primera instancia, que lo que el Agente 

Díaz Soto vio en cámara lenta fue lo que explicó en la Declaración 

Jurada. Es razonable pensar que si la acción que comenzó el 

peticionario iba tan rápido, tal y como testificó el Agente Díaz Soto, 

este no podía observar en detalle lo que sucedía. Por tal razón, 

tuvo que utilizar la cámara lenta segundos después para poder 

observar detenidamente lo que describió en la Declaración Jurada. 

De otra parte, como dijéramos, con relación al audio del 

segundo video, surge que el Agente Díaz Soto expresó lo siguiente: 

“[l]e vendió, sí”. En cuanto a este segundo audio, el foro recurrido 

dispuso lo siguiente en la Determinación de Hecho núm. 7: 

7. Nuevamente, según la credibilidad que nos 
mereció el Agente Díaz Soto, éste indicó, que en el 

audio del video realizó las expresiones, antes 
transcritas, y no dio detalles de la venta, porque en ese 

momento, a simple vista, no pudo observar lo que 
había vendido el señor Toledo Rojas. No obstante, 
cuando le dio para atrás al video y lo observó en 

cámara lenta, se percató de la sustancia contralada 
que había vendido el acusado. 
 

No obstante, al examinar minuciosamente la Transcripción 

de la Prueba Oral, nos percatamos de que, específicamente en 

cuanto al segundo video, de esta no surge que el Agente Díaz Soto 

le haya dado para atrás al video para observar en cámara lenta lo 

que estaba sucediendo. Ahora bien, del testimonio del Agente Díaz 

Soto, surge que en el momento en que expresa“[l]e vendió, sí”, este 

estaba observando una transacción de sustancias controladas6 y 

                                                 
6  Véase, Transcripción de la Prueba Oral, pág. 55. 
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que por su experiencia, se trataba de una bolsa de picadura de 

marihuana.7 Por lo que, conforme el testimonio del Agente Díaz 

Soto, el cual le mereció credibilidad al foro recurrido, resulta 

razonable inferir que se estaba llevando a cabo una venta de 

sustancias controladas.  

A virtud de todo lo anterior, no encontramos que  las 

manifestaciones hechas por el Agente Díaz Soto durante las 

grabaciones, contradicen lo declarado por este en la Declaración 

Jurada. Razón por la cual, colegimos al igual que el foro de 

primera instancia, es decir, que a base de los hechos del caso de 

epígrafe, sería irrazonable concluir que el audio de los videos 

contienen prueba exculpatoria. En consecuencia, no encontramos 

indicio alguno de pasión, prejuicio, parcialidad, o error manifiesto 

en la apreciación de la prueba por parte del Tribunal de Primera 

Instancia. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se expide el  recurso 

de certiorari incoado y se confirma la Resolución recurrida. 

Notifíquese inmediatamente. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                                                                                                     
 
7  Véase, Transcripción de la Prueba Oral, pág. 54. 

 


